
Opinión

Fundado el 2 de julio de 2008

Diario miembro de la Asociación 
Nacional de la Prensa Chile.

* Las cartas publicadas no representan necesariamente el pensamiento de Diario El Pingüino y son de exclusiva responsabilidad de quienes las emiten. Si usted desea ser parte no dude en escribirnos a editor@elpinguino.com. La 
extensión no debe superar 1.500 caracteres y el diario puede omitir o editarlo parcialmente

Cartas al Director Cartas al Director
ENVIAR A: editor@elpinguino.com ENVIAR A: editor@elpinguino.com

Señor Director:
A propósito de lo sucedido con el adolescente TEA y las 

lesiones sufridas por su profesora se ha generado un intenso de-
bate relacionado con la violencia, el ambiente y las necesidades 
del profesorado. Es cierto, que se necesitan más recursos y un 
ambiente propicio para educar a la comunidad, pero no podemos 
olvidar que la Ley TEA prácticamente no consideró recursos 
para su implementación; no sabemos cómo se han implemen-
tado las leyes de cuotas en los establecimientos educacionales 
y que la ley de garantías de los niños, niñas y adolescentes pro-
tege especialmente a los más vulnerables. 

Lamentablemente aquí el sistema falló, todos fallamos. Es 
de esperar que en este caso, tal como se ha hecho en ocasiones 
anteriores, no se aplique la medida de expulsión invocando la 
Ley Aula Segura. Esta norma fue creada para otro contexto, no 
para permitir que siga creciendo la alta tasa de deserción respec-
to de quienes necesitan mucha empatía e inclusión.

Francisca Barrientos,
Académica Instituto de 

Investigación en Derecho (IID)
Universidad Autónoma de Chile

Señor Director:
El fenómeno de los menores infrac-

tores de la ley penal no solo genera una 
alarma social amplif icada dentro de la 
crisis de seguridad que azota al país, sino 
que también nos enfrenta a uno de los di-
lemas más complejos de cualquier sistema 
de justicia: ¿cómo abordar la criminalidad 
cuando quien delinque es un niño? Lo ante-
rior obliga a una ref lexión profunda, seria 
y sin populismo.

Ante la comisión de delitos debe actuar 
la actividad punitiva del Estado. Sin em-
bargo, cuando el infractor es un menor de 
edad, el desafío es más profundo. No bas-
ta con castigar; hay que poner énfasis en 
la prevención. Factores como la deserción 
escolar, el consumo de drogas, el acceso a 
armas y la exposición temprana a la vio-
lencia familiar o comunitaria, la inf luencia 
de modas (como algunas corrientes de la 
llamada música urbana) que exacerban el 
uso de la violencia como signo de estatus 
social son algunos de los elementos que 
alimentan este fenómeno.

Muchos de estos niños y adolescen-
tes no solo han infringido la ley, sino que 
también han sido víctimas de vulneracio-
nes sistemáticas de sus derechos. Esto los 
sitúa en una dolorosa dualidad: ser víc-
tima y victimario a la vez. Ignorar esa 
complejidad sería perpetuar un círculo 
de exclusión.

Frente a este escenario, surge inevita-
blemente una pregunta que incomoda pero 
que debe ser debatida: ¿es necesario bajar la 
edad de responsabilidad penal adolescente? 
Algunos sectores lo plantean como respues-
ta inmediata al aumento de delitos graves 
cometidos por menores. No obstante, esta 
medida, sin un abordaje estructural y pre-
ventivo paralelo, corre el riesgo de tratar 
los síntomas sin atacar las causas de fondo 
por lo que se transformaría en un simple 
maquillaje destinado al fracaso.

El desafío, entonces, no es solo jurídi-
co, también es político y social. Se requiere 
una política pública decidida, que combi-
ne sanción con oportunidades, prevención 
con intervención y, sobre todo, que sitúe la 
protección de la niñez como una prioridad 
real, no solo declarativa.

Evelyn Vicencio,
Académica Facultad de Derecho 

U. Andrés Bello, sede Viña del Mar

Señor Director:
El cambio de hora que se vive dos veces al año está rela-

cionado con el adelantar una hora en la primavera conocido 
como horario de verano o “Daylight Saving Time” (DST), y 
luego en el otoño se retrasa una hora. Su propósito original 
fue el ahorro de energía, adaptando los relojes para optimi-
zar las horas de sol.

Pero ¿cómo afecta este cambio a las personas? Los seres 
vivos tienen un reloj biológico que regula funciones como el 
sueño y la alimentación. Este reloj se sincroniza con las señales 
de luz y oscuridad del día. Alterarlo puede generar desajustes 
en nuestras rutinas y afectar la salud.

El horario estándar es el de otoño, pero adelantar o retrasar 
el reloj no es inocuo. Expertos en sueño han identificado difi-
cultades en la transición, especialmente en primavera. Menos 
luz en la mañana y más en la tarde pueden provocar pérdida 
de sueño y desajustes circadianos, agravados por exigencias 
sociales y laborales.

Estudios sugieren que estos cambios pueden aumentar 
el riesgo de problemas cardíacos, accidentes cerebrovascula-
res y alteraciones en el estado de ánimo. En niños y niñas, la 
alteración en el sueño puede generar irritabilidad y dificulta-
des de concentración.

El cambio de hora genera opiniones divididas. Si bien 
busca optimizar la luz solar y reducir el consumo energético, 
sus efectos en la salud pueden ser perjudiciales, especialmen-
te en niños y adolescentes. Considerar estos impactos es clave 
para mitigar sus consecuencias.

Andrea Mira,
Académica U. Andrés Bello

Señor Director:
Desde su inicio el propósito del cambio de horario ha sido disminuir el consumo de energía (primero del carbón y 

luego, la energía eléctrica) a partir del aprovechamiento de más horas de luz solar, pero su implementación ha generado 
externalidades a la vida de las personas que ameritan su revisión.

Fue en 1968 cuando Chile adoptó esta medida como respuesta para enfrentar la escasez hídrica a partir de la reduc-
ción del uso de la energía eléctrica, debido a que el país atravesaba una grave sequía. En 1970 terminó por establecerse 
de manera permanente para todo el país, aunque desde el 2022 la región de Magallanes y la Antártica chilena ha per-
manecido permanentemente en horario de verano (GMT -3).

Tras 55 años de haberse iniciado el cambio de horario en nuestro país, se sigue esgrimiendo la misma razón: aprove-
char la luz solar para reducir el consumo de energía eléctrica, sin atisbos de cambios sustantivos en la matriz energética 
del país, lo que la transforma en una política pública anacrónica que poco o nada resuelve el problema que estamos 
enfrentando.

En tiempos de cambio climático y sequía permanente parece prudente proponer políticas públicas que insistan en 
nuevas formas de producción de energía, pero también, en tiempos de sedentarismo, obesidad y apego a las pantallas, 
parece razonable impulsar políticas públicas que promuevan la actividad deportiva, la vida al aire libre y la vida sana.

A todas luces se requiere un cambio de estilo de vida, y no de ajuste de relojes.
Karina Doña Molina,

Directora de Administración Pública
Universidad Autónoma de Chile

Señor Director:
La reciente declaración de Alerta Sanitaria por parte del Minsal representa una medida oportuna y necesaria ante el aumen-

to significativo de enfermedades respiratorias estacionales. Esta decisión se fundamenta en la anticipación y mayor circulación 
viral observada en 2024, lo que evidencia la necesidad de un enfoque preventivo y coordinado en nuestro sistema de salud.

Desde una perspectiva de prevención, la implementación de medidas extraordinarias, como la contratación de personal 
especializado, la adquisición directa de insumos médicos y la obligatoriedad del uso de mascarillas en establecimientos de sa-
lud, resulta fundamental para reducir la presión sobre los servicios asistenciales y proteger a la población vulnerable. Además, 
la participación de estudiantes de carreras de la salud en estas estrategias no solo fortalece su formación en salud pública, sino 
que también promueve una mayor conciencia social sobre la relevancia de la prevención.

Es importante subrayar el impacto positivo del uso de mascarillas, medida que el decreto establece como obligatoria en 
unidades de atención de urgencia y que podría ampliarse a otros espacios públicos con alta concentración de personas si la 
evolución epidemiológica lo amerita. Esta estrategia es clave para reducir la propagación de enfermedades respiratorias y mi-
nimizar el riesgo en los grupos más vulnerables.

El principal desafío radica en la capacidad del sistema para implementar estas disposiciones de manera efectiva y en la 
disposición de la ciudadanía para adoptar las recomendaciones sanitarias. La educación y la comunicación clara con la co-
munidad serán esenciales para garantizar el cumplimiento de estas medidas, promoviendo un compromiso colectivo con la 
prevención.

Patricia Donoso,
Académica Facultad Enfermería U. Andrés Bello, sede Viña del Mar

Falencias de la Ley TEADelincuencia y Niñez

Cambio de hora y 
riesgos a la salud

Ajustemos la energía, no sólo los relojes Alerta Sanitaria

El silencio del ministro de 
Educación frente a la crisis 

docente en Magallanes
“La crisis educativa en Magallanes continúa, con más de 

12 mil estudiantes sin clases”.

La Región de Magallanes enfrenta 
una de las crisis educativas más pro-
fundas de los últimos años. Desde el 
5 de marzo, más de 12 mil estudian-
tes no han podido ingresar a clases 
debido a un paro docente que refleja 
el desgaste de un sistema que, lejos 
de priorizar la educación, opta por 
el enfrentamiento y la indiferencia. 
Las demandas de los profesores son 
claras: mejoras salariales y condicio-
nes laborales justas. Sin embargo, el 
Ministro de Educación, Nicolás Cataldo, 
ha respondido con una actitud desa-
fiante, cerrando la puerta al diálogo 
y adoptando medidas que agravan 
aún más el conflicto.
En lugar de buscar soluciones reales, el 
Ministerio ha optado por descontar los 
días no trabajados y ha reiterado que 
no habrá aumentos salariales. Esta pos-
tura no solo ignora la situación de los 
docentes, sino que también desconoce 
el impacto devastador que esta para-
lización tiene en los estudiantes y sus 
familias. Como si eso no fuera suficien-
te, el gobierno ha desviado su atención 
hacia la remoción de Mario García, di-
rector del Servicio Local de Educación 
Pública (SLEP) de Magallanes, actual-
mente con licencia médica. Aunque 
García prometió aumentos salariales 

que no pudo cumplir, su salida no re-
presenta una solución estructural ni 
un avance hacia el diálogo.
El paro docente ha generado una serie 
de consecuencias alarmantes. Familias 
de estudiantes con necesidades edu-
cativas especiales han señalado que 
sus hijos están sufriendo cuadros de 
ansiedad y trastornos debido a la 
suspensión de clases. Por su parte, 
los apoderados han manifestado su 
desesperación ante una situación que 
parece no tener fin y que prioriza la 
confrontación sobre el derecho a la 
educación. Estos niños son las verda-
deras víctimas de una crisis que ya se 
extiende por más de un mes y para 
la cual el gobierno no ha mostrado 
intención de resolver.
En un sistema democrático, el diálogo 
debe ser el primer camino para la so-
lución de los conflictos. No obstante, el 
Ministerio de Educación parece estar 
apostando al desgaste del movimien-
to docente, una estrategia que no solo 
es ineficaz, sino que también pone en 
juego el bienestar y el futuro de mi-
les de estudiantes. La falta de clases 
no es solo un asunto administrativo 
o político; es una violación al derecho 
fundamental a la educación que tienen 
todos los niños de Magallanes.
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